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RECURSO EXTRAORDINARIO DE ANULACIÓN – Naturaleza y características

De conformidad con la anterior naturaleza, el recurso de anulación cuenta con las siguientes características generales: (i) tiene como finalidad la eficacia del debido proceso, por lo que como regla general, sólo permite determinar si se cometieron errores in procedendo durante el desarrollo del proceso arbitral –para lo cual se establecieron causales específicas; artículo 41  de la Ley 1563 de 2012– y no revisar los errores in iudicando o de mérito en que se hubiese incurrido, de tal forma que no faculta al juez de la anulación para pronunciarse sobre el fondo de la controversia, ni para calificar los criterios, las motivaciones, la valoración probatoria o las interpretaciones efectuadas por el Tribunal de Arbitramento –artículo 42 ejusdem–, lo que además de estar previsto expresamente por la Ley, encuentra explicación en que aquél no fue instituido como superior jerárquico o funcional de éste; (ii) excepcionalmente, permite que el juez de la anulación se pronuncie sobre aspectos de fondo del laudo arbitral, como ocurre, entre otros, en los casos en que de conformidad con la Ley le corresponde corregirlo o adicionarlo, esto es, cuando prosperan las causales 8° y 9° del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012 –artículo 43  ibídem; ver nota 10–; (iii) habilita únicamente para que se decida sobre las causales invocadas en su formulación y sustentación, sin perjuicio de las facultades oficiosas que le corresponde ejercer al juez estatal para hacer prevalecer los valores, principios y normas constitucionales , comoquiera que el recurso extraordinario se encuentra sometido al “principio dispositivo” que rige la actuación judicial y; (iv) su procedencia se encuentra restringida a la configuración de las causales de consagración legal, entendiendo como tal, en primer lugar el deber que impone la garantía constitucional del debido proceso en el sentido que la decisión judicial se ajuste en primer lugar a la Ley fundamental , las cuales deben ser invocadas por el recurrente.

COMPETENCIA – Recurso extraordinario de anulación 

De acuerdo con lo previsto los artículos 149  del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 46  de la Ley 1563 de 2012, y 13  del Acuerdo n.° 58 de 1999, modificado por el Acuerdo n.° 55 de 2003 dictado por esta Corporación, la Sala es competente para conocer y decidir el presente asunto, comoquiera que se trata (i) del recurso de anulación presentado en contra del laudo arbitral del 13 de octubre de 2015, proferido para dirimir un conflicto originado a raíz de los contratos celebrados entre Soporte Vital S.A. y el Hospital Occidente de Kennedy III Nivel E.S.E.; (ii) según los artículos 194  de la Ley 100 de 1993, y 2 del Acuerdo 641 del 2016 –ver nota 1–, el referido hospital es una entidad pública del orden territorial, específicamente de carácter distrital y (iii) el recurso de anulación se elevó oportunamente, con fundamento en causa legal.

RECURSO EXTRAORDINARIO DE ANULACIÓN – Causal 9 del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012 – Alcance
Ahora bien, conforme con el numeral 9º del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012, procede la anulación del laudo arbitral por haber recaído sobre aspectos no sujetos a la decisión de los árbitros, concedido más de lo pedido, o dejado de decidir sobre cuestiones sujetas al arbitramento, lo que se acompasa con la garantía del principio de congruencia para que no se configure en un fallo extrapetita, ultrapetita, citrapetita, o modificador de la causa petendi –ver párrafos 13.3 y 13.4–, amén de que en los asuntos no sujetos a la decisión de los árbitros, relativos a la falta de jurisdicción o competencia habrá de considerarse la exigencia de haberse alegado oportunamente ante el tribunal, asunto sobre el que no se pronunciará la Sala en esta oportunidad, por haber señalado la recurrente que los hechos invocados como fundamento de la causal alegada no se orientan a cuestionar la competencia del tribunal. (…) Con observancia de lo expuesto, en el caso concreto, la Sala advierte que no se configuró la causal de anulación invocada por la parte recurrente y, por ende, el recurso se declarará infundado, como pasa a analizarse.
PRINCIPIO DE CONGRUENCIA – Causal 9 del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012 – Alcance
En virtud del principio en comento, la sentencia –en este caso, el laudo arbitral–, debe estar en perfecta consonancia con las pretensiones, los hechos y las excepciones propuestas por las partes del proceso, de tal forma que se debe fallar en consideración a las pretensiones, las excepciones y las pruebas y, en consecuencia, le es inviable proferir fallos extrapetita –aquéllos que reconocen o conceden algo que no fue pedido–, ultrapetita –aquéllos que reconocen o conceden más de lo pedido– citrapetita –aquéllos que no se pronuncian o resuelven lo pedido–, o que desconozcan y modifiquen los hechos aducidos por dichos extremos del litigio en las oportunidades que la ley procesal les indica para el efecto, so pena vulnerar el derecho al debido proceso .  
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Referencia: RECURSO EXTRAORDINARIO DE ANULACIÓN DE LAUDO ARBITRAL (SENTENCIA)

Procede la Sala a decidir el recurso extraordinario de anulación interpuesto por la parte convocada contra el laudo arbitral del 13 de octubre de 2015, proferido por el Tribunal de Arbitramento constituido por las partes para dirimir sus controversias. El recurso se declarará infundado con base en los siguientes antecedentes y consideraciones.
SÍNTESIS DEL CASO
La parte convocante no acreditó la causal que adujo al interponer el recurso de anulación en contra del laudo arbitral, consistente en que éste (i) recayó sobre aspectos no sujetos a la decisión de los árbitros y (ii) dejó de pronunciarse sobre aquellas peticiones que sí fueron formuladas, y por el contrario, existe congruencia entre las pretensiones formuladas por la parte convocante y lo resuelto por el Tribunal de Arbitramento.
ANTECEDENTES

I. Lo que se demanda
1   El 26 de noviembre de 2015, la parte convocada, esto es, el Hospital Occidente de Kennedy III Nivel E.S.E. –ahora Subred Integrada de Servicios de Salud Sur Occidente E.S.E.–
 interpuso recurso extraordinario de anulación en contra del laudo arbitral proferido el 13 de octubre de 2015, por el Tribunal de Arbitramento constituido para dirimir la controversia contractual entre dicha empresa social del Estado y Soporte Vital S.A., con fundamento en la causal 9° del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012: haber recaído el laudo sobre aspectos no sujetos a la decisión de los árbitros, haber concedido más de lo pedido o no haber decidido sobre cuestiones sujetas al arbitramento (f. 514, c. ppl.).
II. Antecedentes
2   El 15 de octubre de 2013, Soporte Vital S.A.
 presentó demanda arbitral en contra del Hospital Occidente de Kennedy III Nivel E.S.E., con la finalidad de que se le declarara patrimonialmente responsable por enriquecimiento sin justa causa, a raíz de la utilización de unas máquinas biomédicas sin el pago de los cánones de arrendamiento facturados. De esta manera, señaló:

LAS PRETENSIONES
De acuerdo con los hechos, pruebas y argumentos expuestos en el presente escrito, respetuosamente solicito a su despacho las siguientes declaraciones respecto de los contratos de arrendamiento y las facturas cambiarias de compraventa.

DECLARACIONES Y CONDENAS
PRIMERA: Declarar que HOSPITAL OCCIDENTE DE KENNEDY III NIVEL, (…) es administrativamente responsable, de las siguientes sumas de dinero:

a.– La suma de DOSCIENTOS DOCE MILLONES CUATROCIENTOS VEINTICINCO MIL DIECISIETE PESOS MCTE ($212'425.017), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señalados en la factura de venta número 8293 de fecha 10 de junio de 2011.

b.– La suma de CIENTO SETENTA Y TRES MILLONES OCHOCIENTOS TREINTA Y NUEVE MIL CUATROCIENTOS VEINTE PESOS MCTE ($173'839.420), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señalados en la factura de venta número 8294 de fecha 10 de junio de 2011.

c.– La suma de SETENTA Y CUATRO MILLONES OCHOCIENTOS NOVENTA Y SEIS MIL QUINIENTOS CINCUENTA Y UN PESOS MCTE ($74.896.651), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señalados en la factura de venta número 8295 de fecha 10 de junio de 2011.

d.– La suma de SIETE MILLONES SETECIENTOS DIEZ MIL CIENTO TREINTA Y TRES PESOS MCTE ($7.710.133), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señalados en la factura de venta número 8297 de fecha 10 de junio de 2011.

SEGUNDA. En atención a la anterior declaración condenar, en consecuencia, a HOSPITAL OCCIDENTE DE KENEDY III NIVEL, (…) a título de reparación del daño ocasionado, a pagar al actor SOPORTE VITAL S.A., o a quien represente legalmente sus derechos, las siguientes sumas de dinero hechos ya los correspondientes descuentos o retenciones por concepto de RETEFUENTE, RETEIVA, RETEICA, consignados en cada una de las facturas así:

a.– La suma de CIENTO OCHENTA Y OCHO MILLONES SEISCIENTOS OCHENTA Y UN MIL VEINTIOCHO PESOS MCTE ($188.861.028), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señalados en la factura de venta número 8293 de fecha 10 de junio de 2011.

b.– La suma de CIENTO CINCUENTA Y CUATRO MILLONES CUATROCIENTOS OCHO MIL TRESCIENTOS SESENTA Y NUEVE PESOS MCTE ($154.408.369), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señalados en la factura de venta número 8294 de fecha 10 de junio de 2011.
c.– La suma de SESENTA Y SEIS MILLONES QUINIENTOS VEINTICUATRO MIL NOVECIENTOS VEINTICUATRO PESOS MCTE ($66.524.924), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señalados en la factura de venta número 8295 de fecha 10 de junio de 2011.

d.– La suma de SEIS MILLONES OCHOCIENTOS CUARENTA Y OCHO MIL TRESCIENTOS VEINTISEIS PESOS MCTE ($6.848.326), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señalados en la factura de venta número 8297 de fecha 10 de junio de 2011.

Tercera. Condenar al pago de intereses moratorios, de las anteriores sumas de dinero, desde el momento en que se venció cada canon de arrendamiento hasta que se haga efectivo su pago, a la máxima tasa autorizada por la Superfinanciera de Colombia.

Cuarta: La condena respectiva será actualizada de conformidad con lo previsto en el artículo 178 del C.C.A., aplicando en la liquidación la variación promedio mensual del índice de precios al consumidor, desde la fecha de ocurrencia de los hechos hasta la de ejecutoria del correspondiente fallo definitivo.

Quinta. Condenar al demandado al pago de las costas y gastos del proceso (f. 10–13, c. 1).
2.1 Como fundamento de las pretensiones aludidas, destacó que el 15 de mayo, el 11 de junio, el 2 de septiembre, el 2 de octubre y el 23 de noviembre de 2009; el 5 de febrero, el 15 de marzo, el 30 de marzo, el 26 de mayo, el 16 de junio, el 30 de agosto, el 10 de septiembre y el 6 de diciembre de 2010, suscribió con el Hospital Occidente de Kennedy III Nivel E.S.E. los contratos n.° 093–09, 098–9, 114–09, 137–09, 147–09, 153–09, 002–2010, 027–2010, 053–2010, 044–2010, 073–2010, 076–2010, 104–2010, 105–2010, y 119–2010, varios de los cuales fueron adicionados, prorrogados y cuyos objetos radicaron en el arrendamiento de diferentes equipos biomédicos de su propiedad, los que se le entregaron al ente contratante a plena satisfacción.

2.2 No obstante lo anterior, el hospital solicitó de manera urgente el arrendamiento de otros equipos de la misma naturaleza sin que mediara contrato alguno –relacionados en las facturas n.° 8293, 8294, 8297 y 8295 del 10 de junio de 2011–, los cuales le entregó para que los utilizara, sin perjuicio de lo cual, dicha entidad posteriormente se negó a pagar los cánones de arrendamiento que correspondían, en consideración a que carecía de los certificados de disponibilidad presupuestal y de los registros presupuestales para el efecto.

2.3 De esta manera, aseveró que se produjo el enriquecimiento sin justa causa por parte del hospital, habida consideración que (i) como ente público, le correspondía cumplir con las normas que rigen la actividad contractual para solicitar y contratar el arrendamiento de dichos bienes, lo que no hizo y (ii) se presentó a su favor el cumplimiento de una prestación sin que por ello realizara pago alguno, de donde se sigue que debía ser condenado a las sumas de dinero solicitadas en el acápite de pretensiones, puesto que se reúnen los requisitos establecidos para el efecto a la luz de la actio in rem verso, a saber, que dicha entidad se enriqueció, la convocante ella se empobreció correlativamente y el desplazamiento patrimonial carece de causa que lo justifique. 

2.4 De otra parte, manifestó que si bien las partes llegaron a un acuerdo conciliatorio sobre las pretensiones, el juez contencioso administrativo lo improbó, en consideración a que no era factible conciliar sobre el total de la facturación, sino por el total que le correspondía pagar, análisis que en su opinión fue erróneo, en razón de que se omitió tener en cuenta que el hospital “es una entidad AUTORRETENEDORA, y es al momento que se materialice el correspondiente pago, que debía efectuar los descuentos por concepto de RETEFUENTE, RETEICA, RETEIVA, que se encuentran señalados en cada una de las facturas” (f. 2–15, c.1).

3  El 6 de junio de 2014, se declaró legalmente constituido el Tribunal de Arbitramento para dirimir las controversias suscitadas entre Soporte Vital S.A., y el Hospital Occidente de Kennedy III Nivel E.S.E., y se inadmitió la demanda arbitral en consideración a que la accionante omitió aclarar la pretensión relativa al juramento estimatorio, no incluyó los intereses moratorios solicitados y no discriminó su monto. El 12 de junio de 2014, la sociedad convocante corrigió la demanda y estimó bajo la gravedad de juramento la cuantía de las mismas, de la siguiente manera (f. 206–208, 218–221, c. 1): 

Las pretensiones DECLARATIVAS contentivas (sic) en el ordinal primero del capítulo de pretensiones, se invocan para sean proferidas por el valor: valor total señalado en cada una de las facturas, es decir incluyendo los conceptos de RETE IVA, RETE ICA y RETE FUENTE, declarando la existencia de la obligación reclamada.

Y las pretensiones CONDENATORIAS contentivas (sic) en el ordinal segundo del capítulo de pretensiones, se piden sean proferidas por el valor: total a pagar señalado en cada una de las facturas, es decir el valor que se le debe cancelar de forma real al demandante, ya hechos los descuentos por RETE IVA, RETE ICA y RETE FUENTE, que contempla cada una de las facturas.

La estimación de la cuantía se hace respecto de lo que efectivamente debe pagar la entidad demandada y que corresponde a las pretensiones condenatorias descritas en el ordinal segundo del capítulo de pretensiones.

(…) Es así que para estimar de forma razonada la cuantía, atendiendo los intereses y frutos a la fecha de presentación de la demanda, conforme lo señala el artículo 206 del C.G.P. y el numeral 1 del artículo 20 del C.P.C., sería de la siguiente forma conforme a las pretensiones de la condena: 

a. La suma de CIENTO OCHENTA Y OCHO MILLONES SEISCIENTOS OCHENTA Y UN MIL VEINTIOCHO PESOS MCTE ($188.861.028), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señalados en la factura de venta número 8293 de fecha 10 de junio de 2011.

El interés moratorio promedio a la máxima tasa autorizada en los términos del artículo 884 del Código de Comercio y atendiendo las resoluciones emanadas por la Superfinanciera, sería de 2,49%, causados desde el 10 de junio de 2011 hasta el día 15 de octubre cuando se presentó la demanda arbitral, tenemos que han transcurrido 28 meses.

Por ello sería por intereses $131.673.909.

Capital + intereses = $320.534.936.

b.– La suma de CIENTO CINCUENTA Y CUATRO MILLONES CUATROCIENTOS OCHO MIL TRESCIENTOS SESENTA Y NUEVE PESOS MCTE ($154.408.369), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señalados en la factura de venta número 8294 de fecha 10 de junio de 2011.

El interés moratorio promedio (…).

Por ello sería por intereses $107.635.515.

Capital + intereses = $262.061.884.

c.– La suma de SESENTA Y SEIS MILLONES QUINIENTOS VEINTICUATRO MIL NOVECIENTOS VEINTICUATRO PESOS MCTE ($66.524.924), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señalados en la factura de venta número 8295 de fecha 10 de junio de 2011.

El interés promedio (…).

Por ello sería por intereses $46.381.177.

Capital + intereses = 112.906.101.

d.– La suma de SEIS MILLONES OCHOCIENTOS CUARENTA Y OCHO MIL TRESCIENTOS VEINTISEIS PESOS MCTE ($6.848.326), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señalados en la factura de venta número 8297 de fecha 10 de junio de 2011.

El interés moratorio promedio (…).

Por ello sería por intereses $4.774.652.

Capital + intereses = $11.622.978.

En concordancia con lo establecido en el numeral 2 del artículo 20 del C.P.C., la cuantía se determina por el valor de la suma de todas las pretensiones acumuladas al momento de la presentación de la demanda.

SUMATORIA TOTAL DE PRETENSIONES: $707.125.900. 

4 El 18 de junio de 2014, el Tribunal de Arbitramento admitió la demanda y corrió traslado a la parte convocada (f. 222–224, c. 1).

5  El 11 de septiembre de 2014, el Hospital Occidente de Kennedy contestó oportunamente la demanda y se opuso a la totalidad de las pretensiones. Al respecto, señaló que (i) está debidamente demostrado que no adeuda suma alguna a la sociedad accionante y, (ii) en cualquier caso, el Tribunal Arbitral carece de competencia para dirimir el conflicto, habida cuenta de que no existe pacto arbitral entre las partes.

5.1 Sobre lo expuesto, comenzó por señalar que las facturas respecto de las cuales la sociedad convocante pretende su pago junto con sus intereses moratorios, no hacen parte de los contratos que celebraron, en consideración a que obedecen a períodos que superan las vigencias de los referidos acuerdos, lo que además fue confesado en el libelo introductorio, de modo que ante la ausencia de contrato escrito, realmente no existe un conflicto de naturaleza contractual que pueda ser resuelto por el Tribunal de Arbitramento.

5.2 Propuso la excepción de falta de jurisdicción y competencia, en tanto no existe pacto arbitral entre las partes para dirimir el conflicto que propone la parte actora, toda vez que, tal como ella misma lo aseveró en su demanda y se desprende de sus pretensiones, el sub judice no trata de un asunto contractual y al no existir un negocio jurídico es evidente que tampoco se acordó una cláusula compromisoria. 

5.3 En esa misma línea, aseveró que la convocante, al presentar su solicitud de conciliación extrajudicial, renunció expresamente a acudir a tribunal de arbitramento, habida cuenta que constantemente aseveró que la presente contienda radica en un hecho que en caso de que no se hubiese conciliado, debía solventarse mediante el medio de control de reparación directa ante el juez de lo contencioso administrativo. 

5.4 Sin embargo, aseveró que lo que hubiese ocurrido en el trámite de la conciliación extrajudicial invocada por la convocante “no pueden ser tenido en el proceso judicial como confesiones o reconocimiento de ninguna naturaleza” en su contra.

5.5 De otra parte, manifestó que no solicitó a la convocante la entrega de equipos ajenos al objeto de los negocios jurídicos celebrados, punto en el que adujo que “si eventualmente se han producido urgencias ellas han obedecido a fallas en los equipos arrendados y la sustitución o reemplazo de ellos es una obligación contractual de la parte demandada que no origina ni un nuevo contrato ni un nuevo canon de arrendamiento”. 

5.6 Igualmente, adujo que pagó la totalidad de los cánones de arrendamiento y que, en cuanto las facturas que aporta la convocante no tienen vínculo con los contratos celebrados, no podía pagarlas, por no serle permito legalmente, lo que explica que no existiera certificado de disponibilidad y registro presupuestal.

5.7 Con fundamento en lo anterior, elevó como excepciones las de (i) pago, dado que en su área de tesorería no se registran pagos pendientes con ocasión de los contratos celebrados con la sociedad convocante; (ii) cobro de lo no debido, en la medida en que las facturas expedidas por parte de la convocante se dieron en relación con bienes que nunca se le entregaron real y materialmente, apoyado en el artículo 772 del Código de Comercio; (iii) inexistencia de la obligación, “en consideración a que las facturas objeto de la presente demanda, no constituyen una obligación, por cuanto carecen de aceptación por parte del comprador”, de acuerdo con lo dispuesto por el articulo 773 ibídem y (iv) falta de constitución en mora, por cuanto no se trata de una obligación pura y simple sino condicional, en tanto sometida a que el actor pruebe “el cumplimiento del objeto contractual”, de lo que se sigue que la mora no se generaba de manera inmediata y, por el contrario, requería de la reconvención judicial.

5.8 Finalmente, invocó como excepción la caducidad de la acción, con fundamento en que se pretende hacer valer lo supuestamente adeudado a partir de unas facturas expedidas el 10 de junio de 2011, de lo que se sigue que el actor tenía hasta el 10 de junio de 2013 para accionar –según al término de caducidad previsto para el medio de control de controversias contractuales– y para iniciar el proceso arbitral no se exige el agotamiento de la conciliación extrajudicial (f. 254–272, c. 1).

6   El 6 de mayo de 2015, el Tribunal de Arbitramento llevó a cabo la primera audiencia de trámite, en la que desestimó la falta de competencia y jurisdicción para conocer y decidir en derecho las controversias patrimoniales contenidas en la demanda presentada por Soporte Vital S.A. Al respecto, manifestó:

A continuación, por haber sido consignados en oportunidad la totalidad de los honorarios y gastos señalados, el Tribunal dio inicio a la PRIMERA AUDIENCIA DE TRÁMITE de este proceso arbitral (…) por considerar que las partes son capaces, están debidamente representadas y las controversias expresadas en la solicitud de convocatoria y demanda arbitral, y en su contestación, excepciones y respectiva réplica, se suscitan con relación a los contratos de arrendamiento (…), cuyo objeto era el arrendamiento de equipos biomédicos y tal como fueron planteadas por las partes, conciernen a asuntos de naturaleza económica o patrimonial susceptibles de disposición y transacción, se declara competente para conocer y decidir (…).

Ahora bien, sobre la excepción de falta de competencia y jurisdicción invocada por la parte convocada en la contestación de la demanda, considera el Tribunal según lo señalado por la parte convocante en su demanda, que los equipos médicos objeto del arrendamiento no han sido restituidos y sus reclamos económicos se fundamentan en dicho hecho.

Para el Tribunal, esta discusión relativa a la eventual responsabilidad tiene asidero con ocasión de la relación contractual, tal como lo estipularon las partes en su cláusula compromisoria.

6.1 El Ministerio Público recurrió en reposición la anterior decisión, la que fue confirmada, habida cuenta que “…el Tribunal estima que entre las partes existió una relación contractual de arrendamiento y que al parecer todavía no ha operado la restitución de los bienes. (…) De igual forma, para el Tribunal es claro que las partes suscribieron cláusula compromisoria para resolver las controversias que se suscitaran con ocasión o por razón de los contratos de arrendamiento referidos (…) es prematuro decidir en esta oportunidad si los reclamos económicos se encuentran o no dentro de la órbita contractual. Ello será precisamente objeto de análisis y de pronunciamiento del Tribunal en la conclusión del proceso” (f. 398–404, c.1).
7   Mediante laudo del 13 de octubre de 2015, el Tribunal de Arbitramento resolvió:

PRIMERO: Declarar que HOSPITAL OCCIDENTE DE KENNEDY III NIVEL Empresa Social del Estado, del orden Distrital, es responsable deudor de las siguientes sumas de dinero, a título de rentas por arrendamiento: 

a. La suma de CIENTO OCHENTA MILLONES CUATROCIENTOS SEIS MIL VEINTIOCHO PESOS MCTE ($180.406.028,oo), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señalados en la factura de venta 8293 de fecha 10 de junio de 2011.
b. La suma de CIENTO CUARENTA Y OCHO MILLONES SEISCIENTOS MIL TRECIENTOS (sic) SESENTA Y NUEVE PESOS MCTE ($148.600.369,oo), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señaladas en la factura de venta 8294 de fecha 10 de junio de 2011.

c. La suma de SESENTA MILLONES CUATROCIENTOS SESENTA Y SEIS MIL DOCIENTOS (sic) CINCUENTA Y NUEVE PESOS MCTE ($60.476.259,oo), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señalados en la factura de venta 8297 de fecha 10 de junio de 2011.

d. La suma de CINCO MILLONES CUATROCIENTOS SESENTA Y OCHO MIL TRECIENTOS (sic) VEINTISEIS PESOS MCTE ($5.468.326,oo), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señalados en la factura de venta 8297 de fecha 10 de junio de 2011.

SEGUNDO: En atención a la anterior declaración condenar, en consecuencia, a HOSPITAL OCCIDENTE DE KENNEDY II NIVEL, identificada con Nit. 800196939–3, Empresa Social del Estado, del orden Distrital, a pagar en favor del demandante SOPORTE VITAL S.A., las sumas de dinero adeudadas e indicadas en la declaración anterior.

TERCERO: Condenar al pago de intereses moratorios, de las anteriores sumas de dinero, a la tasa de interés corriente más un cincuenta por ciento, a partir del 10 de junio de 2011, hasta que se produzca su pago.

CUARTO: No procede la actualización solicitada, por ser incompatible con el interés reclamado y reconocido en la condena.

QUINTO: Negar el reconocimiento a las demás sumas de dinero reclamadas en las pretensiones de la demanda.

SEXTO: Negar todas las excepciones propuestas por la parte demandada.

SÉPTIMO: Condenar a HOSPITAL OCCIDENTE DE KENNEDY III NIVEL, al pago de las costas del Tribunal, deducidas en un 20%, en los siguientes términos:

Por honorarios y gastos del Tribunal: $34.412.296,oo.

Por agencias en derecho: $6.666.401,oo.

Total de costas y agencias en derecho, la suma de $41.075697,oo.

OCTAVO. Declarar causado el saldo final de los honorarios de los árbitros y de la secretaria del Tribunal, y ordenar su pago.

NOVENO: Disponer que el presidente del Tribunal rinda cuentas a las partes de las sumas que estuvieron bajo su cuidado y haga los reembolsos que correspondan de la partida de “Otros” que no sea utilizada.

DÉCIMO: Ordenar que por secretaría se expidan copias auténticas de este Laudo con las constancias de ley para cada una de las partes, y copia simple para el Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio de Bogotá. 

DÉCIMO PRIMERO: Disponer que en firme esta providencia, se archive el expediente el Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio de Bogotá (f. 511–513, c. ppl.).

7.1 Respecto de la excepción de falta de competencia, el Tribunal Arbitral señaló que la cuestión radicaba en determinar si las peticiones del libelo introductorio se encontraban ancladas en los contratos de arrendamiento celebrados entre Soporte Vital S.A. y el Hospital Occidente de Kennedy III Nivel E.S.E., en consideración a que dicho extremo de la litis, “a pesar de reconocer que los bienes muebles objeto del arrendamiento no se restituyeron y continuaron siendo gozados por la arrendataria” e indicó que “el cobro de la renta por arrendamientos que se hace en este proceso, no tiene fundamento contractual y por ende no está amparado por la cláusula compromisoria y debió ser objeto de una reclamación por la acción de reparación directa y ante los jueces contenciosos”.  
7.2 De esta manera, señaló que si bien se podría pensar que el pago de unas facturas a raíz de la entrega de unos bienes por fuera de los contratos celebrados por las partes se trata de lo denominado como “hechos cumplidos”, lo que según la sentencia del 19 de noviembre de 2012 proferida por Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado –exp. 2000–03075(24897)–, debía ser demandado a través del mecanismo de reparación directa, de lo que a su vez se seguiría que las pretensiones de la demanda arbitral no tendrían soporte contractual y, en consecuencia, carecería de competencia para conocerlas por falta de pacto arbitral, no se debía perder de vista que en jurisprudencia reciente, a saber la sentencia del 4 de junio de 2015, proferida por la Subsección C de la Sección Tercera del Consejo de Estado –exp. 2000–02313(28400)–, se indicó que “no toda ejecución de mayores cantidades de trabajo de obra o de servicios corresponde a situaciones extracontractuales”, lo que a su parecer, ocurría en el presente asunto.

7.3 Al respecto, advirtió que en la última sentencia se indicó que cuando existe un contrato de obra que se ejecuta en mayor cantidad, el mecanismo de acceso a la administración de justicia es el de controversias contractuales, en consideración a que existe una relación contractual preexistente en el cual se fundamentan las reclamaciones de la accionante, lógica que señaló que se podía aplicar al caso concreto, de tal forma que se debía concluir que el sub judice radicaba en una contienda contractual de su competencia con cimiento en los pactos compromisorios acordados. De esta manera, aseveró:

Con fundamento, entonces en lo dicho, en el caso bajo estudio no estaríamos resolviendo una acción de reparación directa como se ha anotado sino una acción de controversias contractuales. El hecho que la providencia en cita se refiere a un contrato de obra, a la sazón distinto al de arrendamiento, no cambia la esencia de las cosas pues lo vital es determinar si los servicios que en estricto sentido no fueron cobijados por el acuerdo de voluntades, se produjeron por cuenta de una relación contractual preexistente que es las que las motiva y explica e incluso a cuyo amparo fueron acometidas por el contratista. 

Lo anterior por cuanto, debe entenderse que entre la Convocante – la Empresa Soporte Vital – y la ESE Hospital Occidente de Kennedy III Nivel preexiste una relación contractual, es decir, aunque las pretensiones de la demanda pareciera (sic) estar encaminadas a obtener el reconocimiento y pago de las facturas de venta 8293, 8394, 8395 y 8297 del 10 de junio de 2011 (…) las cuales en principio “no están amparadas por un negocio contractual”. Por no hacer parte de los contratos celebrados (…) toda vez que el contenido de las mismas obedecen (sic) a períodos en los cuales los contratos habían superado las vigencias pactadas, no por ello debe negarse la relación jurídica y contractual entre las partes. 

(…) De esta manera, se observa con claridad que la mayor cantidad de equipos biomédicos que la Sociedad Soporte Vital entregó de manera urgente al Hospital Occidente de Kennedy III Nivel por solicitud de éste, se inmersa dentro del ámbito de los contratos pactados por corresponder a equipos que ya habían sido contratados en otras oportunidades por la Convocada. Cosa distinta es que por diversos motivos, no fueron cobijados propiamente dicho por aquéllos. Es que la entrega de esos materiales no surgió de la nada y de manera espontánea por parte de la Convocante. En realidad la causa de ello fue la prexistencia de vínculos y el obrar bajo el convencimiento que estaba amparados por estos. Es decir, que se está ante la mayor ejecución dentro de lo dicho por la jurisprudencia del Consejo de Estado y que debe ser reclamada mediante la acción de controversias contractuales.

De conformidad con lo anterior, al ser la acción de controversias contractuales la indicada para la reclamación que hoy nos convoca, el Tribunal de Arbitramento tiene plena competencia para pronunciarse sobre las pretensiones de la demanda. 
7.4  Igualmente, indicó que la anterior postura también encontraba sustento en que no tendría sentido que se escindieran los procesos “que nacen de un vínculo previo en el sentido de estatuir que los que estén abarcados por el contrato, se reclaman mediante una acción y eventualmente ante un juez concreto, mientras que los demás, aun habiendo surgido por cuenta de ese vínculo, se tramitan mediante otra acción y juez”, máxime cuando se sacrificarían los principios de economía procesal y de preminencia de lo sustancial sobre lo formal.

7.5 Por último, señaló que la sentencia de unificación reseñada no versó sobre un caso en el que se dieran prestaciones a favor de una entidad estatal previa la existencia de un vínculo contractual, lo que como indicó, sí ocurrió en el caso concreto y por ende, ese criterio jurisprudencial no le era aplicable. 

7.6 Asimismo, el tribunal descartó cualquier duda sobre la “relación de arrendamiento” entre las partes, regida por el derecho privado, cuya naturaleza es la de un negocio jurídico bilateral que genera para el arrendatario las obligaciones de pagar la renta estipulada y restituir el bien arrendado. 

7.7 Encontró acreditado que en la cláusula decimoquinta común a todos los contratos se pactó que el hospital arrendatario reintegraría los equipos biomédicos dentro de los 10 días siguientes a su terminación, no obstante lo cual, luego de fenecido los plazos de dichos negocios jurídicos, aquél “continuó con el goce de las cosas arrendadas” debido a que: (i) para el momento de terminación de los negocios no había presupuesto para su renovación o la celebración de nuevos contratos y (ii) los necesitaba para la atención adecuada de los pacientes.

7.8  Asimismo, encontró probado que frente a ese comportamiento la sociedad arrendadora no lo requirió para que los devolviera, sino que se limitó a facturar su renta, de donde se sigue que (i) el hospital nunca entró en mora de restituir, en tanto que no fue reconvenido para el efecto y (ii) es posible inferir que existe la “posposición de común acuerdo” del contrato, lo que proviene de los hechos inequívocos de “continuar una con el goce de los bienes arrendados y la otra a permitirlo, continuando con el cobro de la renta”, lo que en derecho civil es admisible para ese tipo de negocios jurídicos, al punto que “se torna prácticamente en un contrato a término indefinido”. 

7.9  Consideró el tribunal que “…una cosa es la terminación del contrato por el advenimiento del plazo para su duración y otra muy diferente es su agotamiento que no se produce hasta tanto no se efectué la restitución de lo arrendado (…) pues mientras no se produzca la restitución no se han agotado las prestaciones principales del contrato”, y por ende, adujo que se imponía acceder parcialmente a las pretensiones de la demanda, en la medida en que el hospital no procedió a devolver los bienes arrendados dentro del término previsto para ello. Por el contrario, los siguió utilizando sin pagar canon alguno, condena que de no producirse, implicaría su enriquecimiento sin justa causa en contravía de lo dispuesto por los artículos 831 del C.Co. y 13 de la Ley 80 de 1993. 
7.10  En ese orden de idas, reiteró que si bien los contratos de arrendamiento celebrados entre las partes finalizaron formalmente y, al parecer, la parte convocada los pagó debidamente hasta el momento de la fecha de su culminación, los vínculos jurídicos respecto del arriendo de ciertos bienes no terminaron materialmente desde la perspectiva del derecho civil que los rige, y en ese orden de ideas, se debe condenar al hospital por el goce que hizo de ellos, máxime cuando que la parte convocada no obró de buena fe, en tanto que se abstuvo de realizar dicho pago escudado en que los negocios jurídicos no estaban vigentes para el momento de la realización de la prestación, lo que a todas luces se trata de su propio comportamiento irregular para fundamentar su negativa a pagar. 

7.11  En todo caso, señaló que la conclusión expuesta resultaba viable pese a que en la demanda no se hubiese formulado una pretensión declarativa en ese sentido, habida cuenta de que ello se puede interpretar de las pretensiones “de responsabilidad y de reconocimiento de perjuicios” formuladas y de la causa petendi. Al respecto, refirió:

El Tribunal entiende su función competente en este proceso, no obstante el defecto formal que pudiese observarse en la formulación de las pretensiones dirigida hacía el reconocimiento de las obligaciones a cargo de la parte arrendataria demandada de pagar la renta por arrendamiento de los bienes que ha venido gozando desde que se celebró el contrario y que a la fecha no han sido objeto de restitución. No obstante que no se presenta a consideración del Tribunal una pretensión de naturaleza declarativa en tal sentido, sino más bien de responsabilidad y de reconocimiento de perjuicios, es innegable para el Tribunal, que con una elemental interpretación del libelo de mandatorio, llegar a tal conclusión, pues es lo que se deprende cotejando la causa petendi y las pretensiones mismas.  

7.12  Seguidamente procedió a determinar si las obligaciones reclamadas por la parte convocante corresponden a aquellas derivadas del goce de los bienes arrendados, punto en el que encontró que de las facturas allegadas, no todos los cobros tenían soporte contractual y algunas de ellas obedecían a períodos anteriores a los comprendidos en los contratos celebrados, razones por las cuales señaló que los “…reconocimientos se harán solamente para aquellos períodos de renta facturados y que encuentran asidero contractual” (f. 463–514, c. ppl.). 

8   El 26 de noviembre de 2015, la parte convocada presentó y sustentó oportunamente recurso extraordinario de anulación contra el laudo arbitral, con el fin de que se anule, con fundamento en la causal 9° del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012. 

8.1 Al respecto, señaló que el laudo recayó sobre aspectos que no fueron sujetos a la decisión de los árbitros y que éstos variaron las pretensiones de la demanda, habida cuenta que la controversia que la sociedad convocante sometió a su decisión se dio en el marco de circunstancias propias de la actio in rem verso, de modo que el medio de control adecuado era el de reparación directa ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, tal como esa misma sociedad lo aceptó en la demanda y en la solicitud de conciliación extrajudicial antes de la iniciación del trámite arbitral. 

8.2 Señaló que la convocante no adujo que la controversia fuese de carácter contractual, sino que constantemente se refirió a la entrega de unos equipos que se dieron por fuera de los contratos que sí fueron celebrados para el efecto, al punto que invocó la referida actio in rem verso y el enriquecimiento sin justa causa como cimiento jurídico para la procedencia de sus pretensiones, y afirmó que, según la jurisprudencia del Consejo de Estado, en el evento que sus peticiones se ventilaran ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, ello debía hacerse través del medio de control de responsabilidad extracontractual, lo que precisó que había sucedido en relación con otros casos en los que también se presentaron disputas entre ellos similares a las del sub lite. 

8.3 Sin perjuicio de lo anterior, manifestó que el Tribunal de Arbitramento falló el caso como si se tratara de un litigio contractual, con lo que cambió las pretensiones de la demanda adecuándolas a peticiones sobre las que sí podía pronunciarse, con lo que no obstante enmendó el yerro de la parte convocante al haber acudido por una vía que no le era dable, rebasó su órbita de “potestad decisoria” y atentó contra el principio de congruencia que rige la actividad judicial. 

8.4 Finalmente, indicó que el objeto de su recurso de anulación no era controvertir los conceptos doctrinales claros sobre la procedencia de las vías de la acción judicial adecuadas, ni discutir la competencia del Tribunal Arbitral, sino poner de presente que éste se pronunció sobre peticiones que no le fueron puestos en su conocimiento, de modo que su laudo arbitral se trataría de una sentencia extrapetita y, al no haberse pronunciado sobre lo realmente demandado, también constituiría un fallo citrapetita (f. 515–525, c. ppl).
9   El 2 de febrero de 2016, la parte convocante descorrió el traslado del recurso extraordinario de anulación y solicitó que se declare infundada la causal en el que se fundamenta, en consideración a que el laudo arbitral (i) guarda estrecha identidad con las pretensiones y los hechos formulados en la demanda, y las excepciones manifestadas en la contestación de la misma y (ii) no reúne ninguna de las características que según la jurisprudencia de esta Corporación permitiría aseverar que recayó sobre puntos no sujetos a la decisión de los árbitros.

9.1 De otro lado, manifestó que el referido recurso en realidad pretende debatir el fondo del asunto, habida consideración que cuestiona el análisis del juez arbitral sobre la cláusula compromisoria y, contrario a lo aseverado por la convocada, no es cierto que se analizaran aspectos ajenos a las cuestiones que fueron puestas en conocimiento del juez arbitral, o que se dejaran de resolver las pretensiones de la demanda. 

9.2 Por último, aseveró que el recurso de anulación se sustentó erróneamente, toda vez que (i) parecía obedecer en mayor medida a discutir la competencia de los árbitros, análisis que en todo caso no puede realizarse en la medida en que ello sólo se puede efectuar con fundamento en una causal de anulación distinta a la invocada y adicionalmente, el mismo extremo convocado expresamente mencionó que con su impugnación no perseguía la declaratoria la falta de competencia del Tribunal Arbitral y (ii) no señaló en concreto los aspectos del laudo arbitral que busca que sean enmendados, para lo que se debe tener en cuenta el efecto de la causal invocada únicamente consiste en que éste sea corregido (f. 586–59, c. ppl.). 

CONSIDERACIONES

I. Competencia

10   De acuerdo con lo previsto los artículos 149
 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 46
 de la Ley 1563 de 2012, y 13
 del Acuerdo n.° 58 de 1999, modificado por el Acuerdo n.° 55 de 2003 dictado por esta Corporación, la Sala es competente para conocer y decidir el presente asunto, comoquiera que se trata (i) del recurso de anulación presentado en contra del laudo arbitral del 13 de octubre de 2015, proferido para dirimir un conflicto originado a raíz de los contratos celebrados entre Soporte Vital S.A. y el Hospital Occidente de Kennedy III Nivel E.S.E.; (ii) según los artículos 194
 de la Ley 100 de 1993, y 2 del Acuerdo 641 del 2016 –ver nota 1–, el referido hospital es una entidad pública del orden territorial, específicamente de carácter distrital y (iii) el recurso de anulación se elevó oportunamente, con fundamento en causa legal. 
10.1 Por su parte, en consideración a que el laudo arbitral impugnado es del 13 de octubre de 2015 y el recurso de anulación fue interpuesto en su contra el 26 de noviembre del mismo año, el presente asunto se rige por lo dispuesto en la Ley 1563 del 12 de julio de 2012, “Por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional y se dictan otras disposiciones”, la cual, de conformidad con su artículo 119
, entró a regir 3 meses después de su promulgación, esto es, el 12 de octubre de 2012
. 
II. Problema jurídico
11   La Sala debe establecer si el laudo arbitral impugnado, esto es, el proferido el 13 de octubre de 2015 para dirimir las controversias surgidas entre Soporte Vital S.A. y el Hospital Occidente de Kennedy III Nivel E.S.E., incurrió en la causal de anulación alegada por el recurrente –numeral 9° del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012–, esto es, si (i) recayó sobre aspectos no sujetos a la decisión de los árbitros y (ii) dejó de pronunciarse sobre aquellas peticiones que sí fueron formuladas o, en otras palabras, si se trató de una sentencia extrapetita y citrapetita.  
III. Análisis de la Sala

12   Antes de emprender el estudio de la causal de anulación invocada por el recurrente, conviene precisar las generalidades del recurso extraordinario de anulación y de la decisión que se profiere en virtud del mismo. 
12.1  De conformidad con el ordenamiento jurídico, el recurso de anulación procede contra laudos arbitrales –artículo 40
 de la Ley 1563 de 2012–, y se trata de un recurso de carácter excepcional, restrictivo y extraordinario que no abre una instancia adicional dentro del proceso arbitral. De conformidad con la anterior naturaleza, el recurso de anulación cuenta con las siguientes características generales
: 

(i) tiene como finalidad la eficacia del debido proceso, por lo que como regla general, sólo permite determinar si se cometieron errores in procedendo durante el desarrollo del proceso arbitral –para lo cual se establecieron causales específicas; artículo 41
 de la Ley 1563 de 2012– y no revisar los errores in iudicando o de mérito en que se hubiese incurrido, de tal forma que no faculta al juez de la anulación para pronunciarse sobre el fondo de la controversia, ni para calificar los criterios, las motivaciones, la valoración probatoria o las interpretaciones efectuadas por el Tribunal de Arbitramento –artículo 42
 ejusdem–, lo que además de estar previsto expresamente por la Ley, encuentra explicación en que aquél no fue instituido como superior jerárquico o funcional de éste
;

(ii) excepcionalmente, permite que el juez de la anulación se pronuncie sobre aspectos de fondo del laudo arbitral, como ocurre, entre otros, en los casos en que de conformidad con la Ley le corresponde corregirlo o adicionarlo, esto es, cuando prosperan las causales 8° y 9° del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012 –artículo 43
 ibídem; ver nota 10–
;

(iii) habilita únicamente para que se decida sobre las causales invocadas en su formulación y sustentación, sin perjuicio de las facultades oficiosas que le corresponde ejercer al juez estatal para hacer prevalecer los valores, principios y normas constitucionales
, comoquiera que el recurso extraordinario se encuentra sometido al “principio dispositivo” que rige la actuación judicial y;
(iv) su procedencia se encuentra restringida a la configuración de las causales de consagración legal, entendiendo como tal, en primer lugar el deber que impone la garantía constitucional del debido proceso en el sentido que la decisión judicial se ajuste en primer lugar a la Ley fundamental
, las cuales deben ser invocadas por el recurrente. 
13   Con observancia de lo anterior, se procede a analizar la causal invocada por el recurrente, es decir, la contenida en el numeral 9° del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012, consistente en “haber recaído el laudo sobre aspectos no sujetos a la decisión de los árbitros, haber concedido más de lo pedido o no haber decidido sobre cuestiones sujetas al arbitramento”.

13.1  Para el efecto, se debe recordar que en relación con la causal en comento, el impugnante aduce que el laudo arbitral recayó sobre aspectos que no fueron sometidos a decisión de los árbitros y que dejaron de pronunciarse sobre lo que realmente fue demandado, lo que sustentó en que se resolvieron pretensiones que eran propias de la actio in rem verso, las cuales debieron ventilarse mediante el medio de control de reparación directa ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, como si se tratara de peticiones de naturaleza contractual, con lo que en su parecer el Tribunal Arbitral (i) modificó las pretensiones; (ii) rebasó la órbita de su “potestad decisoria” o, en otras palabras, su competencia y (iii) vulneró el principio de congruencia.

13.2  En sentido opuesto, el extremo activo se opone a la anulación con fundamento en que (i) el laudo arbitral guarda completa congruencia con la demanda arbitral y las excepciones; (ii) no se configuran los supuestos que pueden llegar a configurar la causal de anulación alegada, según la jurisprudencia del Consejo de Estado; (iii) el recurrente pretende discutir de fondo el asunto y (iv) el fundamento de la causal invocada en realidad es la falta de competencia del Tribunal de Arbitramento, causal que no fue alegada debidamente y, por el contrario, el impugnante manifestó que no pretendía entrar a discutir ese aspecto. 

13.3  En relación con la causal de anulación de laudo invocada por la parte convocada, cabe precisar que el ordenamiento jurídico garantiza el principio de congruencia en el ámbito del proceso arbitral, de que tratan los artículos 281
 y 287
 del Código General del Proceso. 

13.4  En virtud del principio en comento, la sentencia –en este caso, el laudo arbitral–, debe estar en perfecta consonancia con las pretensiones, los hechos y las excepciones propuestas por las partes del proceso, de tal forma que se debe fallar en consideración a las pretensiones, las excepciones y las pruebas y, en consecuencia, le es inviable proferir fallos extrapetita –aquéllos que reconocen o conceden algo que no fue pedido–, ultrapetita –aquéllos que reconocen o conceden más de lo pedido– citrapetita –aquéllos que no se pronuncian o resuelven lo pedido–, o que desconozcan y modifiquen los hechos aducidos por dichos extremos del litigio en las oportunidades que la ley procesal les indica para el efecto, so pena vulnerar el derecho al debido proceso
.  
13.5  De otra parte, se debe tener en cuenta que antes de la entrada en vigencia de la Ley 1563 de 2012, la causal en análisis se encontraba prevista en los numerales 8° y 9° del artículo 163
 del Decreto 1818 de 1998.

13.6  Igualmente, no se puede perder de vista que en las disposiciones anteriores a la Ley 1563 de 2012 no se previó una causal específica frente a la falta de jurisdicción y de competencia del Tribunal de Arbitramento, punto en el que se debe tener en cuenta que la justicia arbitral tiene unos límites concretos de competencia, los cuales se derivan de la Constitución, de la Ley y del pacto arbitral. Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado:

Si bien el arbitraje se funda en la habilitación de las partes, corresponde a la ley determinar (i) los asuntos y la forma en que los particulares pueden administrar justicia como árbitros, (ii) los límites y los términos de dicha habilitación y (iii) las funciones y facultades de los árbitros, que son las mismas de los jueces estatales cuando el arbitraje es en derecho, sin vaciar de contenido el derecho de las personas a llevar sus diferencias ante la justicia arbitral
.  

4.3.4. Los árbitros sólo pueden pronunciarse sobre asuntos transigibles
, valga decir, de asuntos que se enmarcan dentro del ámbito de la autonomía de la voluntad de las partes que los habilitan
 y que pueden ser objeto de libre disposición, negociación o renuncia conforme a la ley. Estos asuntos son aquellos que suelen referirse a obligaciones de contenido económico
. Los asuntos que no son transigibles deben resolverse por las autoridades públicas que cumplen funciones judiciales y, en especial, por los jueces de la República. El preciso objeto del arbitraje es un claro límite material a la competencia de los árbitros
.

4.3.5. El principio de la autonomía de la voluntad es el fundamento y el límite del arbitraje. Por lo tanto, los límites de dicho principio, como es el caso de las materias que comprometen el orden público, son también límites materiales para la competencia de los árbitros
. Entre las materias que comprometen el orden público, este tribunal ha destacado, a modo de ejemplo: (i) los temas relacionados con el estado civil de las personas
; (ii) las obligaciones amparadas por leyes en cuya observancia estén interesados el orden y las buenas costumbres
; (iii) las cuestiones relacionadas con los derechos de los incapaces
; (iv) los conflictos relativos a derechos de los cuales la ley prohíbe disponer a sus titulares
; y (v) el conjunto de derechos mínimos de los trabajadores
.

(…)

4.4.2. En materia arbitral, la voluntad autónoma de las partes tiene un rol determinante, pues son ellas las que, en virtud de su decisión, habilitan a los árbitros para resolver su conflicto
. La fuente de la función judicial del árbitro no es un acto del Estado, sino un acuerdo de voluntades entre las partes
. Así, pues, el principio de habilitación de las partes es un presupuesto imperativo para la justicia arbitral

. 

13.7  Ahora bien, en vigencia del decreto en comento, jurisprudencialmente se consideró que las problemáticas relacionadas con la jurisdicción y la competencia de la justicia arbitral derivadas de la imposibilidad de los árbitros para decidir ciertos asuntos, debido a que (i) no fuesen susceptibles de ser resueltos mediante arbitramento, o (ii) no estuviesen contemplados en el pacto arbitral, también se podían analizar con fundamento en la causal de anulación indicada en el numeral 8° del artículo 163 del Decreto 1818 de 1998, consistente en que el laudo arbitral recayera sobre puntos no sujetos a la decisión de los árbitros, puesto que se coligió que dicha causal se relacionaba intrínsecamente con la competencia y la jurisdicción del Tribunal de Arbitramento
.

13.8  De esta manera, se estimó que las causales de anulación contenidas en los numerales 8° y 9° del artículo 163 del Decreto 1818 de 1998 –ahora contenidas en el numeral 9° del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012–, le permitían al juez de la anulación verificar la competencia de los árbitros no sólo proveniente de la misma controversia y relacionada con la congruencia del laudo arbitral, lo que se determina según las pretensiones, los hechos y las excepciones formuladas por las partes procesales, sino también de (i) el ordenamiento jurídico, en tanto que de conformidad con la ley, sólo ciertos asuntos pueden ser sometidos a conocimiento de la justicia arbitral y (ii) el pacto arbitral, puesto que el mismo radica en un acuerdo en el que las partes definen los aspectos que pueden ser conocidos por los árbitros. De esta manera, se señaló:

3.1.2.1. A propósito de la causal “…Haber recaído el laudo sobre puntos no sujetos a la decisión de los árbitros o haberse concedido más de lo pedido…” (numeral 8 del artículo 163 del Decreto 1818 de 1998, equivalente a la prevista en el numeral 4 del artículo 72 original de la Ley 80 de 1993), la Sala ha dicho que:

“…es similar a la segunda del recurso de casación, contemplada en el artículo 368 del C. de P. Civil, y con ella se persigue, tal y como lo han sostenido la Corte Suprema de Justicia y esta Corporación, garantizar la simetría que debe existir entre lo decidido y lo solicitado por las partes, para salvaguardar el principio de congruencia consagrado en el artículo 305 ibídem, por cuya virtud “La sentencia deberá estar en consonancia con los hechos y pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que este Código contempla, y con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley”, que constituye un límite en la actividad del juzgador.

De conformidad con la jurisprudencia vigente, la causal se configura en los siguientes casos: a) cuando en la sentencia se decide o concede más allá de lo pedido, o sea ultra petita; b) cuando el fallo recae o decide sobre puntos no sometidos al litigio, es decir, de manera extra petita; c) también se presenta incongruencia cuando se decide con base en “causa petendi” distinta a la invocada por las partes; y, d) cuando el pacto compromisorio se refiere a controversias que no son transigibles por orden constitucional y legal.

La Sala se ha pronunciado en el sentido de que el laudo por inconsonancia atacable por esta causal, se puede descomponer semánticamente así:   

‘=> Por haber recaído el laudo sobre puntos no sujetos a decisión, puede presentarse:

· O cuando las materias del pacto de compromiso contienen controversias que no son transigibles por orden constitucional y legal; es decir cuando el laudo, en su materia de decisión, define contenciones por fuera de la competencia potencial máxima que pueden conocer los árbitros y

· O cuando la materia transigible sobre la cual se pronunciaron los árbitros no fue objeto del pacto de compromiso por las partes, es decir éstas no se la atribuyeron a los árbitros (fallo incongruente por decisión extrapetita).’

“=> Por haberse concedido más de lo pedido, este hecho de incongruencia del laudo se presenta cuando decidió sobre cuestiones que aunque son transigibles van más allá de las peticiones de la demanda (fallo ultra petita).”

Por ello, la jurisprudencia de la Sección ha manifestado que la competencia de los árbitros está atribuida por el pacto arbitral y enmarcada en los precisos límites de la Constitución y la ley, competencia que se traduce en la facultad para conocer y pronunciarse en relación con la materia que voluntariamente las partes le han conferido a los árbitros que son investidos temporalmente de la calidad de jueces para administrar justicia en el caso concreto; también, ha dicho que el quebranto a esa regla de atribución por exceso, se encuentra tipificado como hecho pasible para la invocación de la causal prevista en el numeral 4 del artículo 72 de la Ley 80 de 1993
, dado que implica que la materia transigible sobre la cual decidieron los árbitros no fue objeto del pacto de compromiso por las partes, con lo cual se presenta, un fallo incongruente o una decisión extrapetita.
(…)”
 (Subraya la Sala).

De acuerdo con el anterior criterio jurisprudencial, cabe precisar que la causal contenida en el numeral 8 del artículo 163 del Decreto 1818 (equivalente al numeral 4 del artículo 72 de la Ley 80 de 1993 antes de su modificación), desarrolla de una parte, el principio de congruencia consagrado en el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el artículo 1°, numeral 135 del Decreto–Ley 2282 de 1989, pues prevé los eventos de fallos o laudos ultra y extra petita, esto es, que deciden más allá o por fuera de la materia arbitral, y de otra, sanciona eventos en los cuales el tribunal de arbitramento obra sin competencia.

En otros términos, para que el laudo arbitral no sea susceptible de anulación por la causal en mención, debe estar en estrecha identidad y resultar armónico con las pretensiones formuladas en la demanda, los hechos puestos en conocimiento por las partes en las oportunidades que el ordenamiento procesal contempla, y las excepciones que hubieren sido alegadas o resulten probadas; y dentro de los límites previstos en el pacto arbitral (cláusula compromisoria o compromiso) celebrado por las partes, en la ley y en la Constitución Política, fuentes éstas que otorgan y enmarcan la competencia de los árbitros.

Así, el aparte correspondiente a la causal de anulación “por haber recaído el laudo sobre puntos no sujetos a la decisión de los árbitros”, se relaciona, entonces, con la extralimitación o exceso en la órbita de competencia que la Constitución y la Ley, el pacto o convención arbitral y la relación jurídico procesal que emana del propio conflicto particular que presentan las partes con la convocatoria del Tribunal, les otorga a aquéllos como materia de conocimiento y decisión, por lo que se considera que contempla las siguientes hipótesis de configuración:

i) El laudo recayó sobre materias que no eran susceptibles de ser sometidas a arbitramento, por tratarse de asuntos que no eran de carácter transigible de acuerdo con la Constitución Política y la ley.

ii) El laudo recayó sobre materias que no fueron contempladas en el pacto arbitral, de conformidad con lo acordado voluntariamente por las partes, o cuando así lo requiera o lo exija la ley, pues, como se dijo, los límites dentro de los cuales pueden actuar válidamente son señalados por ellas en el objeto de la cláusula compromisoria o del compromiso a condición claro está de que respeten el marco de la Constitución y la ley.

iii) El laudo recayó sobre puntos no pedidos en la demanda o en su respuesta, o que ordene la ley, es decir, no se refiere a los hechos y a las pretensiones formuladas en la demanda, ni a las excepciones alegadas o que resulten probadas, a las cuestiones que en forma oficiosa imponga el legislador, de manera que no resulta concordante, ni armónica con los extremos del proceso y, por ende, deviene en inconsonante o incongruente (se resalta)
. 

13.9  Sin embargo, la Ley 1563 de 2012, derogatoria de las disposiciones relativas al arbitraje contenidas en el Decreto 1818 de 1998 –artículo 118
 de la Ley 1563 de 2012–, además de la invocada en esta oportunidad por la recurrente, estableció como causal de anulación del laudo, la falta de jurisdicción o competencia, las que “sólo podrán invocarse si el recurrente hizo valer los motivos constitutivos de ellas mediante recurso de reposición contra el auto de asunción de competencia”.  
13.10  En efecto, si bien conforme con el principio de Kompetenz Kompetenz al tribunal arbitral le corresponde decidir sobre su propia competencia, su decisión en esa materia puede ser controlada por el juez de la anulación a través del recurso de anulación sujeta, en principio, a que quien la invoca cumpla el requisito legal de haberla alegado oportunamente en sede del arbitramento. Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado:

4.5.1. Al inicio del proceso arbitral, el tribunal de arbitramento es el encargado de determinar su propia competencia para pronunciarse sobre las pretensiones en torno de las cuales hay un conflicto entre las partes, conforme al principio kompetenz–kompetenz
. Para determinar su competencia, los árbitros deben tener en cuenta la Constitución, las leyes vigentes y el acuerdo de voluntades de las partes
. 

 4.5.2. El principio de kompetenz–kompetenz ha sido reconocido por normas nacionales, entre las cuales merece destacarse que este principio estaba previsto en el artículo 147.2 del Decreto 1818 de 1998
 y, en la actualidad, aparece reconocido en el artículo 29 de la Ley 1563 de 2012, al tenor del cual el tribunal de arbitraje es el competente para resolver sobre su propia competencia y su decisión prevalece sobre cualquier otra proferida en sentido contrario, sea por un juez ordinario o por uno contencioso administrativo, sin perjuicio del recurso de anulación. Según lo previsto en el artículo 30 ibídem, la decisión sobre competencia debe tomarse en la primera audiencia de trámite, por medio de auto, contra el cual sólo procede el recurso de reposición. 

4.5.3. El principio de kompetenz–kompetenz también ha sido reconocido por normas de otros Estados
, empleado por los principales centros de arbitraje internacional
, previsto en las reglas uniformes para el desarrollo de procesos arbitrales internacionales
, usado por tribunales internacionales en sus decisiones
 y destacado por la doctrina especializada
.

4.5.4. En este contexto, cualquier cuestionamiento sobre la competencia del tribunal de arbitramento debe plantearse, en primer lugar, ante el propio tribunal, que es el encargado de definir este asunto. Si el tribunal decide que es competente para conocer del caso, existe un instrumento legal adecuado para impugnar esta decisión: el recurso de reposición. Si el recurso se decide de manera desfavorable, es necesario esperar a que el tribunal se pronuncie de fondo, para controvertir su competencia por medio del recurso de anulación, e incluso por medio de la acción de tutela. 

4.5.4.1. Para presentar el recurso de anulación contra el laudo arbitral, que es un recurso extraordinario
, es menester considerar las causales previstas por en el artículo 41 de la Ley 1563 de 2012, en especial las de sus tres primeros numerales y la exigencia del décimo inciso del mismo artículo, según la cual estas causales sólo pueden invocarse si “el recurrente hizo valer los motivos constitutivos de ellas mediante recurso de reposición contra el auto de asunción de competencia”.   

(…)

4.6.4.1. De la circunstancia de que la jurisdicción y competencia deba cuestionarse, en primer lugar, ante el tribunal de arbitramento, conforme al principio kompetenz–kompetenz, no se sigue, como parece sostenerse, que en ningún evento sea posible cuestionar dicha jurisdicción y competencia ante otra autoridad, por una vía diferente. Y esto es así porque el reconocimiento legal del principio kompetenz–kompetenz, hecho en el artículo 30 de la Ley 1563 de 2012, se hace sin perjuicio del recurso de anulación
.

4.6.4.2. No obstante, para invocar la causal de anulación correspondiente, que sería la prevista en el numeral 1 del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012, al igual que para invocar las causales previstas en los numerales 2 y 3, que podrían ser relevantes para el caso, según lo que sostiene otro interviniente, es menester satisfacer el requisito previsto en el décimo inciso del referido artículo: haber hecho valer los motivos constitutivos de ellas mediante recurso de reposición contra el auto de asunción de competencia
. Así, pues, incluso si se pretende alegar la nulidad absoluta del pacto arbitral, o su inexistencia o inoponibilidad, ante el juez competente para conocer del recurso extraordinario de anulación, es necesario haber hecho valer sus motivos constitutivos ante el tribunal de arbitramento, como corresponde en atención al principio de kompetenz–kompetenz
.

13.11  Ahora bien, conforme con el numeral 9º del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012, procede la anulación del laudo arbitral por haber recaído sobre aspectos no sujetos a la decisión de los árbitros, concedido más de lo pedido, o dejado de decidir sobre cuestiones sujetas al arbitramento, lo que se acompasa con la garantía del principio de congruencia para que no se configure en un fallo extrapetita, ultrapetita, citrapetita, o modificador de la causa petendi –ver párrafos 13.3 y 13.4–, amén de que en los asuntos no sujetos a la decisión de los árbitros, relativos a la falta de jurisdicción o competencia habrá de considerarse la exigencia de haberse alegado oportunamente ante el tribunal, asunto sobre el que no se pronunciará la Sala en esta oportunidad, por haber señalado la recurrente que los hechos invocados como fundamento de la causal alegada no se orientan a cuestionar la competencia del tribunal.

13.12  Con observancia de lo expuesto, en el caso concreto, la Sala advierte que no se configuró la causal de anulación invocada por la parte recurrente y, por ende, el recurso se declarará infundado, como pasa a analizarse. 

13.13  En lo que toca con la congruencia del laudo, a la que se orientaron los argumentos del cargo de anulación, la recurrente señala que el laudo arbitral es incongruente, comoquiera que las pretensiones y los hechos de la demanda arbitral no versan sobre un asunto contractual, como lo decidieron los árbitros, sino que se enmarcan en el ámbito de la actio in rem verso y del enriquecimiento sin justa causa, toda vez que la controversia gira en torno a la falta de pago de unas facturas libradas por servicios ajenos al objeto contratado, de tal forma que el Tribunal de Arbitramento se habría excedido en su “potestad decisoria”. 

13.14  Adicionalmente, señaló que ello era así, al punto que incluso en la demanda arbitral y en la solicitud de conciliación extrajudicial, la convocante manifestó que para abordar la presente litis, el medio de control apropiado era el de reparación directa, el cual debía ser ventilado ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.

13.15  Analizadas las pretensiones, excepciones y los hechos probados sobre los que versó la litis decidida por el laudo impugnado, no se observan las incongruencias referidas por el Hospital Occidente de Kennedy III Nivel E.S.E., esto es, que el laudo hubiese recaído sobre aspectos no sujetos a la decisión de los árbitros o se tratase de un fallo extrapetita, o que dejara de decidir cuestiones que sí fueron sometidas al arbitramento o se hubiera configurado en una sentencia citrapetita. 

13.16  Al respecto, basta con comparar las pretensiones elevadas en la demanda arbitral –las cuales versaron esencialmente sobre (i) la declaratoria de responsabilidad del hospital referido y (ii) el pago de las sumas de dinero contenidas en las facturas aportadas a litis por concepto de los cánones de arrendamiento de varios equipos biomédicos y los intereses moratorios derivados de esa falta de pago; ver párrafos 2 y 3–, con la parte resolutiva del laudo arbitral en la cual se accedió parcialmente a dichas peticiones, para concluir que existe congruencia entre lo requerido por la convocante y lo resuelto por el Tribunal de Arbitramento.

13.17   En efecto, dicha autoridad resolvió las pretensiones que le fueron puestas en conocimiento, y procedió principalmente a (i) “Declarar que HOSPITAL OCCIDENTE DE KENNEDY III NIVEL Empresa Social del Estado, del orden Distrital, es responsable deudor de las siguientes sumas de dinero, a título de rentas por arrendamiento”; (ii) condenarlo por los montos que consideró factible de conformidad con el material probatorio obrante en el plenario –indemnizó por debajo de lo pedido, debido a que encontró que en las facturas habían algunos equipos biomédicos que no tenían antecedente contractual alguno, de tal forma que coligió que no podía generar una condena por los mismos; ver párrafo 7.12– y (iii) negar el resto de las sumas de dinero reclamadas, por lo que es diáfano que no se pronunció sobre un aspecto que no estuviere sujeto al arbitramento y mucho menos, que hubiese dejado de resolver alguna de las peticiones de la convocante.

13.18  Sobre lo expuesto, se trae a colación un cuadro comparativo de las trascripciones de las pretensiones y de la parte resolutiva del laudo, en el que se puede evidenciar su congruencia:

	Pretensiones de la demanda arbitral
	Parte resolutiva del laudo arbitral

	PRIMERA: Declarar que HOSPITAL OCCIDENTE DE KENNEDY III NIVEL, (…) es administrativamente responsable, de las siguientes sumas de dinero:

a.– La suma de DOSCIENTOS DOCE MILLONES CUATROCIENTOS VEINTICINCO MIL DIECISIETE PESOS MCTE ($212'425.017), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señalados en la factura de venta número 8293 de fecha 10 de junio de 2011.

b.– La suma de CIENTO SETENTA Y TRES MILLONES OCHOCIENTOS TREINTA Y NUEVE MIL CUATROCIENTOS VEINTE PESOS MCTE ($173'839.420), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señalados en la factura de venta número 8294 de fecha 10 de junio de 2011.

c.– La suma de SETENTA Y CUATRO MILLONES OCHOCIENTOS NOVENTA Y SEIS MIL QUINIENTOS CINCUENTA Y UN PESOS MCTE ($74.896.651), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señalados en la factura de venta número 8295 de fecha 10 de junio de 2011.

d.– La suma de SIETE MILLONES SETECIENTOS DIEZ MIL CIENTO TREINTA Y TRES PESOS MCTE ($7.710.133), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señalados en la factura de venta número 8297 de fecha 10 de junio de 2011.

SEGUNDA. En atención a la anterior declaración condenar, en consecuencia, a HOSPITAL OCCIDENTE DE KENEDY III NIVEL, (…) a título de reparación del daño ocasionado, a pagar al actor SOPORTE VITAL S.A., o a quien represente legalmente sus derechos, las siguientes sumas de dinero hechos ya los correspondientes descuentos o retenciones por concepto de RETEFUENTE, RETEIVA, RETEICA, consignados en cada una de las facturas así:

(…)

Tercera. Condenar al pago de intereses moratorios, de las anteriores sumas de dinero, desde el momento en que se venció cada canon de arrendamiento hasta que se haga efectivo su pago, a la máxima tasa autorizada por la Superfinanciera de Colombia.

Cuarta: La condena respectiva será actualizada de conformidad con lo previsto en el artículo 178 del C.C.A., aplicando en la liquidación la variación promedio mensual del índice de precios al consumidor, desde la fecha de ocurrencia de los hechos hasta la de ejecutoria del correspondiente fallo definitivo.

Quinta. Condenar al demandado al pago de las costas y gastos del proceso
	PRIMERO: Declarar que HOSPITAL OCCIDENTE DE KENNEDY III NIVEL Empresa Social del Estado, del orden Distrital, es responsable deudor de las siguientes sumas de dinero, a título de rentas por arrendamiento: 

a. La suma de CIENTO OCHENTA MILLONES CUATROCIENTOS SEIS MIL VEINTIOCHO PESOS MCTE ($180.406.028,oo), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señalados en la factura de venta 8293 de fecha 10 de junio de 2011.

b. La suma de CIENTO CUARENTA Y OCHO MILLONES SEISCIENTOS MIL TRECIENTOS (sic) SESENTA Y NUEVE PESOS MCTE ($148.600.369,oo), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señaladas en la factura de venta 8294 de fecha 10 de junio de 2011.

c. La suma de SESENTA MILLONES CUATROCIENTOS SESENTA Y SEIS MIL DOCIENTOS (sic) CINCUENTA Y NUEVE PESOS MCTE ($60.476.259,oo), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señalados en la factura de venta 8297 de fecha 10 de junio de 2011.

d. La suma de CINCO MILLONESCUATROCIENTOS SESENTA Y OCHO MIL TRECIENTOS (sic) VEINTISEIS PESOS MCTE ($5.468.326,oo), correspondiente al arriendo de equipos biomédicos, conforme a la descripción de equipos señalados en la factura de venta 8297 de fecha 10 de junio de 2011.

SEGUNDO: En atención a la anterior declaración condenar, en consecuencia, a HOSPITAL OCCIDENTE DE KENNEDY II NIVEL, identificada con Nit. 800196939–3, Empresa Social del Estado, del orden Distrital, a pagar en favor del demandante SOPORTE VITAL S.A., las sumas de dinero adeudadas e indicadas en la declaración anterior.

TERCERO: Condenar al pago de intereses moratorios, de las anteriores sumas de dinero, a la tasa de interés corriente más un cincuenta por ciento, a partir del 10 de junio de 2011, hasta que se produzca su pago.

CUARTO: No procede la actualización solicitada, por ser incompatible con el interés reclamado y reconocido en la condena.

QUINTO: Negar el reconocimiento a las demás sumas de dinero reclamadas en las pretensiones de la demanda.

SEXTO: Negar todas las excepciones propuestas por la parte demandada.

SÉPTIMO: Condenar a HOSPITAL OCCIDENTE DE KENNEDY III NIVEL, al pago de las costas del Tribunal, deducidas en un 20%, en los siguientes términos:

Por honorarios y gastos del Tribunal: $34.412.296,oo.

Por agencias en derecho: $6.666.401,oo.

Total de costas y agencias en derecho, la suma de $41.075697,oo.

OCTAVO. Declarar causado el saldo final de los honorarios de los árbitros y de la secretaria del Tribunal, y ordenar su pago.

NOVENO: Disponer que el presidente del Tribunal rinda cuentas a las partes de las sumas que estuvieron bajo su cuidado y haga los reembolsos que correspondan de la partida de “Otros” que no sea utilizada.

DÉCIMO: Ordenar que por secretaría se expidan copias auténticas de este Laudo con las constancias de ley para cada una de las partes, y copia simple para el Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio de Bogotá. 

DÉCIMO PRIMERO: Disponer que en firme esta providencia, se archive el expediente el Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio de Bogotá.




13.19  Tampoco se observa que el Tribunal de Arbitramento hubiese variado la causa petendi de la demanda o los demás hechos alegados por las partes del proceso, puesto que fue de acuerdo con los supuestos de dicho escrito inicial relativos al uso de equipos biomédicos por fuera de la vigencia de los contratos celebrados entre las partes del litigio, hechos respecto de los cuales se defendió la parte convocada, con base en diferentes argumentos cuyo mérito no es susceptible de ser evaluado en virtud del recurso extraordinario de anulación –ver párrafos 2 a 2.4, 5 a 5.8 y 7 a 7.12–.

13.20  En adición, se advierte que el hecho de que para el recurrente, las pretensiones y los hechos de la demanda sean de carácter extracontractual mientras que para el Tribunal Arbitral fuesen de naturaleza contractual –según una línea argumentativa que se reitera, no es posible revisar en esta sede–, no permite inferir que éste hubiere cambiado las pretensiones y los hechos del litigio y en sentido opuesto, como se vio, es claro que hay coherencia entre lo pedido e invocado por las partes y lo que resultó fallado. 

13.21 En ese mismo sentido, analizadas en conjunto las pretensiones, la causa petendi, así como las excepciones y demás razones de defensa esgrimidas por la convocada a lo largo del trámite arbitral, observa la Sala que carecen de justificación los argumentos del cargo orientados a demostrar que el litigio se limitó a la decisión sobre el enriquecimiento sin causa y la procedencia de la acción de reparación directa, como se aduce en el recurso, toda vez que las pretensiones se fundamentan ante todo en la prestación de los servicios propios del objeto contratado y en la negativa de la contratante a reconocer que los mismos se ejecutaron en el marco contractual, escudándose en la falta de relación con los negocios celebrados. Entendimiento que resultó igualmente claro para la convocada, en cuanto adujo como razones de la defensa la naturaleza contractual y el pago de las prestaciones reclamadas, en cuanto adujo (i) que “si eventualmente se han producido urgencias ellas han obedecido a fallas en los equipos arrendados y la sustitución o reemplazo de ellos es una obligación contractual de la parte demandada que no origina ni un nuevo contrato ni un nuevo canon de arrendamiento”; (ii) el pago de las prestaciones demandadas, en el marco de la ejecución contractual; (iii) la falta de constitución en mora, en tanto para esos efectos debía acreditarse el incumplimiento de los contratos celebrados y (iv) la caducidad de la acción contractual ejercida. 

13.22 Para la Sala, ese claro el entendimiento que tuvo la convocada a lo largo del trámite arbitral, en el sentido que la litis comprendía la decisión sobre sobre la naturaleza contractual, finalmente decidida por los árbitros, no puede ser negado a efectos del recurso de anulación, sin contrariar la lealtad procesal a la que se sujetan las partes.

13.23 Finalmente, se advierte que con el recurso promovido se pretende la revisión de las razones del laudo arbitral, relativas a la naturaleza contractual atribuida en el fallo a la litis, asunto que excede los límites del recurso extraordinario. 

14  Siendo así, se declarará infundado el recurso.
IV. Costas

15   En consideración a que el recurso de anulación interpuesto por la parte convocada se declarará infundado, se impone condenarlo en costas de conformidad con lo ordenado en el artículo 43
 de la Ley 1563 de 2012, las cuales se conforman según lo dispuesto en el artículo 361
 de la Ley 1564 de 2012, de (i) las expensas y gastos sufragados durante el curso del proceso, y (ii) las agencias en derecho. 
15.1 En cuanto a las agencias en derecho, de acuerdo con los artículos 2
, 5
 y 6
 del Acuerdo 1887 de 2003 de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, “por medio del cual se establecen las tarifas de agencias en derecho”, se fijó como tarifa en el trámite del recurso extraordinario de anulación de laudos arbitrales, hasta el equivalente 20 smmlv, tal como a su vez lo tiene sentado la posición mayoritaria de la Sala
.
15.2 En el presente caso, teniendo en cuenta la naturaleza, calidad y duración útil de la gestión ejecutada por el apoderado de la entidad convocante en el presente proceso de anulación de laudo arbitral, se fija como agencias en derecho para ella la suma equivalente a 10 smmlv.
15.3 Por su parte, se ordenará que por secretaria se liquiden el resto de las costas, de conformidad con lo señalado en el artículo 366 de la Ley 1564 de 2012
. 
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

FALLA
PRIMERO: DECLARAR infundado el recurso extraordinario de anulación promovido por la parte convocante en contra del laudo arbitral proferido el 13 de octubre de 2015, por el Tribunal de Arbitramento constituido por las partes ante la Cámara de Comercio de Bogotá para dirimir las controversias suscitadas con ocasión de los negocios jurídicos de arrendamiento celebrados entre ellas. 
SEGUNDO: CONDENAR en costas al Hospital Occidente de Kennedy III Nivel E.S.E. –ahora Subred Integrada de Servicios de Salud Sur Occidente E.S.E.–. Por secretaría, LIQUIDAR las referidas costas a favor de la sociedad convocante Soporte Vital S.A., liquidación en la que se incluirá la suma equivalente a 10 smmlv por concepto de agencias en derecho. 
TERCERO: En firme este fallo, DEVOLVER el expediente al Tribunal de Arbitramento a través de su secretaría.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO        RAMIRO PAZOS GUERRERO

Presidenta de la Sala                                     Consejero

Aclaró voto

� Artículo 2 del Acuerdo 641 del 2016: “Fusionar las siguientes Empresas Sociales del Estado, adscritas a la Secretaría Distrital de Salud de Bogotá, D.C., como sigue: (…) Empresas Sociales del Estado de: Pablo VI Bosa, del Sur, Bosa, Fontibón y Occidente de Kennedy se fusionan en la Empresa Social del Estado denominada “Subred Integrada de Servicios de Salud Sur Occidente E.S.E.”.


� Certificado de existencia y representación legal obrante en los folios 15 a 17 del cuaderno 1.


� “Artículo 149. El Consejo de Estado, en Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, por intermedio de sus secciones, subsecciones o Salas especiales, con arreglo a la distribución de trabajo que la Sala disponga, conocerá en única instancia de los siguientes asuntos: (…) 7. Del recurso de anulación contra laudo arbitral proferidos en conflictos originados en contratos celebrados por una entidad pública, por las causales y dentro del término prescrito en las normas que rigen la materia. Contra la sentencia que resuelva este recurso sólo procederá el recurso de revisión”. 


� “Para conocer del recurso extraordinario de anulación de laudos arbitrales, será competente la Sala Civil del Tribunal Superior de Distrito Judicial del lugar en donde hubiese funcionado el tribunal de arbitraje.//Será competente para conocer del recurso extraordinario de revisión de laudos arbitrales la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia.//Cuando se trate de recurso de anulación y revisión de laudo arbitrales en los que intervenga una entidad pública o quien desempeñe funciones administrativas, será competente la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado”.


� “Para efectos de repartimiento, los negocios de que conoce la Sala de lo Contencioso Administrativo se distribuirán entre sus secciones atendiendo un criterio de especialización y de volumen de trabajo, así: (…) Sección Tercera: (…) 9–. Los procesos de nulidad de los laudos arbitrales proferidos en conflictos originados en contratos estatales”.


� “La prestación de servicios de salud en forma directa por la Nación o por las entidades territoriales, se hará principalmente a través de las empresas sociales del Estado, que constituyen una categoría especial de entidad pública descentralizada, con personería jurídica, patrimonio propio y autonomía administrativa, creadas por la ley o por las asambleas o concejos, según el caso, sometidas al régimen jurídico previsto en este capítulo”.


� “Esta ley regula íntegramente la materia de arbitraje, y empezará a regir tres (3) meses después de su promulgación. Esta ley sólo se aplicará a los procesos arbitrales que se promuevan después de su entrada en vigencia”.


� La norma en comento fue publicada en el Diario Oficial 48489 de julio 12 de 2012.


� “Contra el laudo arbitral procede el recurso extraordinario de anulación, que deberá interponerse debidamente sustentado, ante el tribunal arbitral, con indicación de las causales invocadas (…)”.


� En cuanto a la naturaleza y características generales del recurso de anulación y de los fallos que los resuelven, consultar: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 4 de diciembre de 2006, exp. 11001–03–26–00–20006–00029(32871), C.P. Mauricio Fajardo Gómez; sentencia del 27 de marzo de 2008, exp. 11001–23–26–000–2007–00010–01(33645), C.P. Ruth Stella Correa Palacio; sentencia del 13 de agosto de 2008, exp. 11001–03–26–000–2007–00063–00(34594), C.P. Myriam Guerrero de Escobar; Subsección B, sentencia del 29 de agosto de 2014, exp. 11001–03–26–000–2013–00037–00(46557), C.P. Danilo Rojas Betancourth; Subsección A, sentencia del 14 de septiembre de 2016, exp. 110001–03–26–000–2016–00028–01(56346)A, C.P. Hernán Andrade Rincón; Subsección C, sentencia del 7 de julio de 2016, exp. 11001–03–26–000–2016–00029–00(56345), C.P. (E) Jaime Orlando Santofimio Gamboa; sentencia del 31 de octubre de 2016, exp. 11001–03–26–000–2016–00073–00(56949), C.P. Guillermo Sánchez Luque; sentencia del 10 de noviembre de 2016, exp. 11001–03–26–000–2016–00063–00(56845)A, C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa; sentencia del 19 de julio de 2017, exp. 11001–03–26–000–2017–00043–00(59067), C.P. Jaime Enrique Rodríguez Navas; sentencia del 27 de noviembre de 2017, exp. 11001–03–26–000–2017–00122–00(59913)A, C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa; sentencia del 9 de abril de 2018, exp. 11001–03–26–000–2017–00066–00(59270), C.P. Guillermo Sánchez Luque, sentencia del 23 de abril de 2018, exp. 11001–03–26–000–2017–00150–00(60181), C.P. Jaime Enrique Rodríguez Navas.  


� “Son causales del recurso de anulación://1. La inexistencia, invalidez o inoponibilidad del pacto arbitral.//2. La caducidad de la acción, la falta de jurisdicción o de competencia.//3. No haberse constituido el tribunal en forma legal.//4. Estar el recurrente en alguno de los casos de indebida representación, o falta de notificación o emplazamiento, siempre que no se hubiere saneado la nulidad.//5. Haberse negado el decreto de una prueba pedida oportunamente o haberse dejado de practicar una prueba decretada, sin fundamento legal, siempre y cuando se hubiere alegado la omisión oportunamente mediante el recurso de reposición y aquella pudiera tener incidencia en la decisión.//6. Haberse proferido el laudo o la decisión sobre su aclaración, adición o corrección después del vencimiento del término fijado para el proceso arbitral.//7. Haberse fallado en conciencia o equidad, debiendo ser en derecho, siempre que esta circunstancia aparezca manifiesta en el laudo.//8. Contener el laudo disposiciones contradictorias, errores aritméticos o errores por omisión o cambio de palabras o alteración de estas, siempre que estén comprendidas en la parte resolutiva o influyan en ella y hubieran sido alegados oportunamente ante el tribunal arbitral.//9. Haber recaído el laudo sobre aspectos no sujetos a la decisión de los árbitros, haber concedido más de lo pedido o no haber decidido sobre cuestiones sujetas al arbitramento//Las causales 1, 2 y 3 sólo podrán invocarse si el recurrente hizo valer los motivos constitutivos de ellas mediante recurso de reposición contra el auto de asunción de competencia”.


� “(…) La autoridad judicial competente en la anulación no se pronunciará sobre el fondo de la controversia, ni calificará o modificará los criterios, motivaciones, valoraciones probatorias o interpretaciones expuestas por el tribunal arbitral al adoptar el laudo”.


� “1.1.– Ya en anteriores oportunidades(…) se ha resaltado que la naturaleza extraordinaria y excepcional del recurso de anulación de laudo arbitral, así como su finalidad primordial tendiente a proteger la garantía fundamental al debido proceso, hacen que éste sólo sea procedente por vicios procedimentales o in procedendo, más no de juzgamiento o in iudicando y con fundamento en las causales expresa y taxativamente señaladas en la ley. //1.2.– Así, se torna a todas luces improcedente que en sede de anulación el Juez contencioso Administrativo aborde nuevamente el estudio y análisis del asunto de fondo, reviva el debate probatorio efectuado en el curso del trámite arbitral, o cuestione los razonamientos jurídicos o la valoración probatoria utilizada por el juez arbitral para adoptar su decisión”. �Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 10 de noviembre de 2016, exp. 11001–03–26–000–2016–00063–00(56845)A, C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. Revisar igualmente: Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 29 de agosto de 2014, exp. 11001–03–26–000–2013–00037–00(46557), C.P. Danilo Rojas Betancourth. Igualmente, ver: Corte Constitucional, sentencia C–572A del 30 de julio de 2014, M.P. Mauricio González Cuervo.


� “Cuando prospere cualquiera de las causales señaladas en los numerales 1 a 7 del artículo 41, se declarará la nulidad del laudo. En los demás casos, este se corregirá o adicionará”.


� Así también lo ha reconocido la jurisprudencia, en los siguientes términos: “(…) El control excepcional del laudo por errores in iudicando aparece sólo en los eventos en que el legislador faculta al juez del recurso de anulación para que se pronuncie sobre el fondo o materia del asunto, como cuando se dan los supuestos para modificar el laudo a través de la corrección y/o la adición. En cambio, cuando se trata del control del laudo por errores de procedimiento el legislador sólo le da competencia al juez para anular la decisión arbitral, sacándola del ordenamiento jurídico; en tales eventos no tiene competencia para pronunciarse sobre los puntos sometidos por las partes a conocimiento de la justicia arbitral y decididos por ésta (…)”. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 27 de mayo de 2004, expediente 25156, C.P. María Elena Giraldo Gómez, y Subsección A, sentencia del 14 de septiembre de 2016, exp. 56346, C.P. Hernán Andrade Rincón.


� Cfr., Corte Constitucional, Sentencia C–739 de 2001, ponente: Álvaro Tafur Galvis.


� Cfr., Corte Constitucional, Sentencia C–739 de 2001, citada.


� “La sentencia deberá estar en consonancia con los hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que este código contempla y con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley.//No podrá condenarse al demandado por cantidad superior o por objeto distinto del pretendido en la demanda ni por causa diferente a la invocada en esta.//Si lo pedido por el demandante excede de lo probado se le reconocerá solamente lo último”.


� “Cuando la sentencia omita resolver sobre cualquiera de los extremos de la litis o sobre cualquier otro punto que de conformidad con la ley debía ser objeto de pronunciamiento, deberá adicionarse por medio de sentencia complementaria (…)”.


� “57. Toda sentencia judicial –y el laudo se equipara a estas– está sujeta al cumplimiento del principio de congruencia, consagrado en el artículo 281 del Código General del Proceso (…). 58. Dicho principio, en consecuencia, se desconoce cuando el juez profiere una decisión que va más allá de lo solicitado, es decir, concede más de lo que se pidió (fallo ultra petita); o cuando  decide sobre puntos no incluidos en el litigio (fallo extra petita) o cuando (…) no se resuelve todo lo que debió ser decidido (fallo citra o infra petita); o cuando se decide con base en “causa petendi” distinta a la invocada por las partes, es decir por hechos no relacionados en la demanda y su contestación”. Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 20 de marzo de 2018, exp. 11001–03–26–000–2017–000161–00(60465), C.P. Danilo Rojas Betancourth. Consultar igualmente: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 13 de agosto de 2008, exp. 11001–03–26–000–2007–00063–00(34594), C.P. Myriam Guerrero de Escobar.


� “Son causales de anulación del laudo las siguientes: (…) 8. Haberse recaído (sic) el laudo sobre puntos no sujetos a la decisión de los árbitros o haberse concedido más de lo pedido y//9. No haberse decidido sobre cuestiones sujetas al arbitramento”.


� [67] Cfr. Sentencias C–431 de 1995, SU–174 de 2007 y C–378 de 2008. 


� [68] Cfr. Sentencias C–330 de 2000, C–098 de 2001, SU–174 de 2007. 


� [60] Cfr. Sentencia C–014 de 2010.


� [70] Cfr. Sentencias C–294 de 1995 y C–014 de 2010.


� [71] Cfr. Sentencias SU–174 de 2007 y C–378 de 2008.


� [72] Cfr. Sentencias C–098 de 2001 y C–014 de 2010. 


� [73] Cfr. Sentencias C–242 de 1997, T–058 de 2009 y C–014 de 2010.


� [74] Cfr. Sentencias C–294 de 1995 y C–014 de 2010. 


� [75] Cfr. Sentencia C–294 de 1995 y C–014 de 2010. 


� [76] Cfr. Sentencia C–294 de 1995, T–058 de 2009  y C–014 de 2010. 


� [77] Cfr. Sentencias C–330 de 2000 y C–014 de 2010.


� [79] Cfr. Sentencias C–242 de 1997 y C–170 de 2014. 


� [80] Cfr. Sentencias T–443 de 2008, T–466 y T–511 de 2011. 


� [81] Cfr. Sentencias c–163 de 1999 y C–170 de 2014. 


� Corte Constitucional, sentencia C–572A del 30 de julio de 2014, M.P. Mauricio González Cuervo.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 29 de agosto de 2012, exp. 11001–03–26–000–2012–00026–01(43456), C.P. Olga Melida Valle de De la Hoz.


� [16] Señala a este propósito la Corte Suprema de Justicia, Sentencia N° 042 de fecha 26 de marzo de 2001, Exp. 5562. “...El precepto citado fija los límites dentro de los cuales debe el juzgador desarrollar su actividad decisoria, en forma tal que si los desborda, bien porque concede más de lo pedido por los litigantes, o provee sobre pretensiones no deducidas por ellos, u omite la decisión que corresponda sobre alguna de las pretensiones o excepciones en los términos fijados por la norma, incurre en un error de procedimiento, originado en la violación de la regla mencionada, que le impone el deber de asumir un específico comportamiento al momento de fallar, yerro para cuya enmienda está instituida la causal segunda de casación...”


“� [17] Sentencia de 4 de abril de 2002, Exp. 20356, C.P. María Elena Giraldo Gómez. 


“� [18] Sentencia de 23 de agosto de 2001, Exp. 19090, C.P. María Elena Giraldo Gómez.


“� [19] Sentencia de 4 de abril de 2002, Exp. 20356, C.P. María Elena Giraldo Gómez. Igualmente, en Sentencia de 15 de mayo de 1992, Exp. 5326, C.P. Daniel Suárez Hernández, se dijo: “En el trámite arbitral la competencia de los árbitros y los límites dentro de los cuales pueden actuar válidamente, han de ser señalados de manera expresa, clara y taxativa por las partes. Son las partes quienes habrán de señalar las estrictas materias que constituyen el objeto del arbitramento. Si los árbitros hacen extensivo su poder jurisdiccional transitorio a temas exógenos a los queridos por las partes, atentarán contra el principio de congruencia, puesto que estarán decidiendo por fuera de concreto tema arbitral.”  


� [20] Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de 8 de junio de 2006, Exp. 29.476, Actor: Bellco Comunicaciones Limitada – Empresa Nacional de Telecomunicaciones Telecom – En Liquidación y Sentencia de 8 de junio de 2006, Exp. 32.398 Actor: Sociedad Concesionaria Obras y Proyectos del Caribe S.A. – Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 27 de marzo de 2008, exp. 11001–03–26–000–2007–00010–00(33645), C.P. Ruth Stella Correa Palacio. En ese sentido, también se dijo: “Al respecto ha dicho la jurisprudencia de la Sala(…) que la referida causal, además de resultar procedente frente a la incongruencia del laudo por ultra o extra petita, sanciona los eventos en que el tribunal de arbitramento actúa sin competencia, esto es, por fuera del marco que la ley o las partes definen para que puedan actuar válidamente. En efecto, cuando la causal alude a que el laudo recaiga “sobre puntos no sujetos a la decisión de los árbitros”, regula también los eventos en que el tribunal de arbitramento obró sin facultades, ya sea porque la materia respecto de la cual se pronuncia no es transigible conforme lo exige la ley o porque la misma no forma parte de los asuntos contenidos en el pacto arbitral”. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 13 de agosto de 2008, exp. 11001–03–26–000–2007–00063–00(34594), C.P. Myriam Guerrero de Escobar.


� “Deróguese (…) los artículos 111 a 231 del Decreto número 1818 de 1998; (…) así como todas las disposiciones contrarias a la presente ley”.


� [92] Cfr. Sentencia C–765 de 2013. 


� [93] Cfr. Sentencia SU–174 de 2007. 


� [94] Cfr. Sentencias SU–174 de 2007 y C–765 de 2013.


� [95] Art. 1466, Código de Procedimiento Civil de Francia; Art. 186.1, Ley de Derecho Internacional Privado de Suiza, 1987; Art. 8–1 del Concordato Suizo; Art. 1697 del Código Judicial de Bélgica, 1972; Art. 1052(1) del Código de Procedimiento Civil de Países Bajos, 1986; Art. 23(3) de la Ley 36 de 1988 de España; Art. 21(1) de la Ley 31/86 de Portugal, sobre arbitraje voluntario; Sección 30 de la Ley de Arbitraje de Inglaterra, 1996; Art. 1040 del ZPO Alemán, 1997.


� [96] Ver el art. V–3 del Convenio Europeo sobre Arbitraje Comercial Internacional; el art. 41 de la Convención de Washington que creó el CIADI; y la Ley Modelo de UNCITRAL, Art. 16–3.


� [97] Art. 21.1 de las Reglas de UNCITRAL.


� [98] Ver el caso Nottebohm (1953) y el caso relativo al Laudo Arbitral adoptado por el Rey de España el 23 de diciembre de 1906 (1960), ambos de la Corte Internacional de Justicia.


� [99] Ver a este respecto: Emmanuel Gaillard y John Savage (eds.): Fouchard Gaillard Goldman “On International Commercial Arbitration”. Kluwer Law International, 1999. También se puede consultar: Bühring–Uhle, Christian: “Arbitration and Mediation in International Business”. Kluwer Law International, 1996, p. 42–44; Caivano, Roque: “Arbitraje”, Villela Editor, Buenos Aires, 2000; Várady, Tibor, Barceló, John y von Mehren, Arthur: “International Comercial Arbitration”. American Casebook Series – West Group, St. Paul, 1999, p. 111.


� [100] Artículo 40 de la Ley 1563 de 2012.


� [115] Supra II, 4.5.2. 


� [116] Supra II, 4.5.4.1. 


� Corte Constitucional, sentencia C–572A del 30 de julio de 2014, M.P. Mauricio González Cuervo. Revisar a su vez: Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 14 de septiembre de 2016, exp. 56346, C.P. Hernán Andrade Rincón


� “(…) Si el recurso no prospera se condenará en costas al recurrente, salvo que dicho recurso haya sido presentado por el Ministerio Público”.


� “Las costas están integradas por la totalidad de las expensas y gastos sufragados durante el curso del proceso y por las agencias en derecho”.


� “Se entiende por agencias en derecho la porción de las costas imputables a los gastos de defensa judicial de la parte victoriosa, a cargo de quien pierda el proceso, el incidente o trámite especial por él promovido, y de quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, casación, revisión o anulación que haya propuesto, y en los casos especiales previstos en los códigos de procedimiento”.


� “Los asuntos no contemplados en este acuerdo se regirán por las tarifas establecidas para asuntos similares, incluyendo los asuntos que conocen las autoridades administrativas en ejercicio de funciones judiciales”.


� “Fijar las siguientes tarifas de agencias en derecho: 2 I. CIVIL. COMERCIAL. AGRARIO. FAMILIA (…) 1.12. RECURSOS. (…) 1.12.2. EXTRAORDINARIOS. (…) 1.12.2.3. Anulación de laudos arbitrales. Hasta veinte (20) salarios mínimos mensuales legales vigentes”.


� Con aclaración de voto de la Consejera ponente en esta oportunidad.


� Al respecto, consultar: Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 26 de abril de 2018, exp. 11001–03–26–000–2016–001550–00(58120), C.P. Carlos Alberto Zambrano Barrera.





